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La investigación titulada “Derecho a plazo razonable de la investigación 
preliminar según actuación del investigado y fiscal de delitos contra la 
administración pública, Puno 2017”, tiene como propósito establecer si el 
derecho al plazo razonable es determinada por la actuación del investigado y del 
fiscal en el desarrollo de la investigación preliminar en delitos contra la 
administración pública en la región de Puno; fue desarrollada bajo los estándares 
de diseño no experimental con un enfoque cuantitativo, como método se 
desarrolló según las pautas del método hipotético deductivo, dentro del tipo de 
investigación básica. Se construyó un instrumento pre codificado y se ejecutó a 
través de un cuestionario para recopilar información que contraste 
empíricamente la hipótesis y se compruebe con el apoyo del programa SPSS 
para el procesamiento estadístico de las tablas estadísticas. 
 
El planteamiento del problema: ¿De qué manera, el derecho al plazo 
razonable es determinada por la actuación del investigado y del fiscal en el 
desarrollo de la investigación preliminar en delitos contra la administración 
pública en la región de Puno?, ha conducido a establecer si el derecho al plazo 
razonable de la investigación preliminar según actuación del investigado y fiscal 
de delitos contra la administración pública en la región de Puno, es coherente 





derecho al plazo razonable es afectado por la obstaculización realizada por el 
investigado en un 40% y en un 38% se limita por la falta de cooperación 
interinstitucional en el desarrollo de la investigación preliminar en delitos contra 
la administración pública. 
 
















The investigation entitled "Right to a reasonable term of the preliminary 
investigation according to the action of the investigated and prosecutor of crimes 
against the public administration, Puno 2017", has the purpose of establishing 
whether the right to a reasonable term is determined by the actions of the 
investigated and the prosecutor in the development of preliminary investigation 
into crimes against public administration in the Puno region; It was developed 
under non-experimental design standards with a quantitative approach, as a 
method was developed according to the hypothetical deductive method 
guidelines, within the basic research type. A pre-coded instrument was 
constructed and executed through a questionnaire to collect information that 
empirically tests the hypothesis and is verified with the support of the SPSS 
program for the statistical processing of the statistical tables. 
The approach of the problem: In what way, the right to a reasonable term is 
determined by the actions of the researched and the prosecutor in the 
development of the preliminary investigation into crimes against the public 
administration in the Puno region ?, has led to establish whether the right to a 
reasonable period of time for the preliminary investigation according to the 
actions of the investigated and prosecutor of crimes against the public 
administration in the region of Puno, is consistent with what was proposed in the 





term is affected by the obstacle made by the researcher in 40% and in 38% is 
limited by the lack of inter-institutional cooperation in the development of the 
preliminary investigation in crimes against the public administration. 

















El Perú cuenta con un alto índice de persecución de corrupción dentro del delito 
contra la administración pública siendo considerado por los ciudadanos uno de 
los principales problemas que aqueja en el país, trayendo como consecuencia la 
desconfianza hacia las instituciones públicas del Estado peruano. Siendo este 
fenómeno un mal que limita el desarrollo y la inversión en nuestro país, 
perjudicando a la ética ciudadana y el desarrollo de las actividades institucionales 
basados en la ética y transparencia que exigen los ciudadanos como mecanismo 
de protección a los derechos fundamentales de la persona, evitando que utilice 
las diversas modalidades que acarrea el delito contra la administración Publica 
para beneficios personales de un individuo o una red organizada que utilizando 
actos indebidos se benefician a un grupo en particular, siendo así el interés de 
combatir este mal el desarrollo del presente trabajo de investigación que nos 
permite conocer la actuación del imputado y del representante del Ministerio 
Público que es el encargado de desarrollar la investigación y persecución del 
hecho consiguiendo la sanción correspondiente en vía judicial.  
 
En el marco de investigación lógica y científica, el trabajo se ha 






En el capítulo I, se determina el problema de la investigación. Comprende 
el análisis de la situación problemática, el planteamiento del problema y los 
objetivos generales y específicos. 
 
En el Capítulo II, establece el marco teórico. Contiene los antecedentes 
de la investigación, las bases teóricas, el marco conceptual, las hipótesis y las 
variables. 
 
En el capítulo III, se precisa la metodología de la investigación. Se 
específica el método y diseño de investigación; igualmente se señala la 
población y la muestra, se refieren las técnicas e instrumentos y el estilo de 
redacción. 
 
En el capítulo IV, se exponen los resultados y la discusión. A través de 
tablas y gráficos estadísticos se ilustran los resultados, los cuales se interpretan 
y analizan detalladamente. 
 
En el marco de la síntesis, se consignan las conclusiones y las 
sugerencias pertinentes. 
 
Finalmente, se nominan las referencias bibliográficas y se insertan los 










1.1. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Los delitos contra la administración pública en sus diversas modalidades 
son uno de los principales problemas institucionales que aquejan en 
nuestro país, siendo en referencia a la opinión publica la Policía nacional 
del Perú, Ministerio Publico, municipalidades provinciales, 
municipalidades distritales y los gobiernos regionales ubicados en 
diversos departamentos de nuestro país son las instituciones que mayor 
índice de corrupción, enriquecimiento ilícito, cohechos, peculado, 
malversación de fondos, negociación incompatible, colusión desleal y 
tráfico de influencia muestran investigaciones o pronunciación en los 
medios de comunicación radial, televisiva o escrita. Ante este fenómeno 
las instituciones encargadas por el estado peruano de regular, perseguir 
y sancionar son encargadas al Ministerio Público en cooperación con la 
policía nacional, el poder judicial y la contraloría de la republica quienes 
en forma organizada determinan la persecución y sanción penal 
correspondiente a la responsabilidad penal de los imputados, dando 






administración pública, siendo objeto de estudio en nuestro trabajo de 
investigación conocer el desarrollo, límites y dificultades que encuentra el 
representante del ministerio público en el desarrollo de la investigación 
preliminar para formalizar la denuncia correspondiente en relación a la 
vulneración del plazo razonable y la actuación del investigado o imputado 
por delitos contra la administración pública siendo nuestro ámbito de 
estudio la región de Puno.  
Las razones para desarrollar el estudio en este fenómeno 
responden a la preocupación social y la necesidad de contribuir a la 
consolidación de la sostenibilidad de la democracia y el estado de derecho 
con respeto a los derechos fundamentales en nuestro país. Por otro lado 
otro motivo responde a la necesidad de contribuir mejorar la confianza de 
la ciudadanía con sus autoridades e instituciones públicas permitiendo 
una convivencia con ética y transparencia.  
De ese modo buscaremos en la recopilación de información 
brindada por los abogados del ilustre colegio de abogados de Puno hallar 
datos relevantes según su praxis jurídica con relación a la vulneración del 
plazo razonable, la actuación del imputado y la actuación del fiscal en 
calidad de representante del Ministerio Público encargado de llevar a cabo 
la persecución penal en delitos contra la administración pública, 
esperando que los resultados sirvan de base para el desarrollo de 
posteriores investigaciones en relación al desempeño de funciones de los 
funcionarios públicos que cometan actor irregulares que agravien al 





probatorias en la investigación y la actividad investigativa correspondiente 
al fiscal con asistencia de la policía nacional del Perú. 
 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general  
 
¿De qué manera, el derecho al plazo razonable es determinado por la 
actuación del investigado y el fiscal en el desarrollo de la investigación 
preliminar en delitos contra la administración pública, región de Puno? 
 
1.2.2. Problemas específicos  
 
 ¿Cómo, según la praxis de los abogados, finaliza o culmina las 
investigaciones desarrolladas por el representante del ministerio 
público en delitos contra la administración pública en la región de 
Puno? 
 ¿Cuáles son las dificultades que halla el fiscal en el desarrollo de 
la investigación preliminar en delitos contra la administración 











1.3. OBJETIVOS  
1.3.1. Objetivo general 
Establecer si el derecho al plazo razonable es determinado por la 
actuación del investigado y el fiscal en el desarrollo de la investigación 
preliminar en delitos contra la administración pública, región de Puno. 
 
1.3.1.1. Objetivos específicos 
 
 Identificar, según la praxis de los abogados, la culminación de las 
investigaciones desarrolladas por el representante del ministerio 
público en delitos contra la administración pública en la región de 
Puno.  
 Determinar las dificultades que halla el fiscal en el desarrollo de la 
investigación preliminar en delitos contra la administración pública 














2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. A nivel internacional 
Oficina de Coordinacion y Seguimiento en Materia de Delitos Contra la 
ADministracion Publica, (informe) en la que titula “Los Procesos Judiciales 
En Materia De Corrupción”, en la que se plantea el objetivo identificar las 
circunstancias por las cuáles los procesos demoran, más de 10 años en 
tramitar, siendo la metodología descriptivo, en la que concluye: 
 
(…) en primer lugar, es fundamental reconocer que los factores que 
se conjugan para que desenlaces de este tipo tengan lugar 
reiteradamente provienen de uno y otro lado del mostrador, como 
así también de un código procedimental que se muestra impotente 
frente a las investigaciones complejas; las deficiencias que lo 
volvieron obsoleto terminan funcionando más como una 
herramienta para tejer una estrategia defensiva que para garantizar 







Muchas veces la excesiva prolongación de este tipo de 
investigaciones encuentra su causa en la carencia de recursos, la 
falta de especialización de los operadores y la complejidad del 
caso. Otras tantas obedece a la morosidad de los operadores 
judiciales, y en una cantidad, para nada despreciable, se debe a la 
actitud que los imputados y sus defensas adoptan frente a las 
investigaciones 
Por lo tanto, carecería de exactitud señalar que solamente 
la inactividad jurisdiccional es la responsable de las dilaciones en 
el juzgamiento de este tipo de hechos que trae, entre otras 
consecuencias, las prescripciones masivas que vienen ocurriendo. 
Su incidencia no es menor, sino más bien preocupante; pero la 
actuación de la defensas es un factor determinante para ello. Es 
una realidad insoslayable, que echan mano a cuanta herramienta 
pueden, para insumir un tiempo que más tarde esgrimen como una 
violación a las garantías procesales de sus pupilos. 
Esto último surge de manera ostensible a partir del 
relevamiento realizado.  
Una gran parte de los letargos que sufren estos procesos se 
relaciona con la práctica de las defensas de introducir recursos de 
manera mecánica contra resoluciones adversas, incluso a 
sabiendas de que lo único que van a hacer es prolongar el trámite 
y postergar la celebración de un eventual juicio. En efecto, ante el 
rechazo a sus sucesivos e inagotables planteos articulan 





casación) y, no satisfechos con las resoluciones que obtienen de 
las Cámaras, en la mayor parte de los casos llegan a la Cámara de 
Casación e intentan alcanzar un pronunciamiento de la Corte 
Suprema. Ello así, aunque en muchos casos se trata de asuntos 
que no corresponde que sean analizados por el superior, o de 
temas que ya fueron planteados con anterioridad sin que variaran 
las circunstancias de ese entonces. 
En este punto, cabe detenerse en el caso “IBM-Anses” 
puesto que en este supuesto el Tribunal Oral en lo Criminal Federal 
nro.3 absolvió a los imputados por haberse vencido el plazo 
razonable para el juzgamiento del hecho. El recurso de casación 
efectuado por la fiscalía, a los fines de cuestionar la decisión del 
Tribunal, lleva adelante un minucioso análisis del contenido del 
expediente y, en particular, del tiempo que demandó la tramitación 
de todos y cada uno de los pedidos de la misma defensa que, a la 
postre, planteó la afectación del derecho a ser juzgado en un plazo 
razonable. Por ser pertinente para el análisis objeto de este 
informe, se transcribirán partes de la sentencia y el recurso de 
casación, sobre todo aquellas que hacen al tiempo insumido en la 
resolución de los recursos interpuestos por la defensa y la 
descripción del tipo de recursos y su suerte, datos relevantes de 
acuerdo al hilo conductor de nuestro análisis (…) (pp. 43-44). 
 
Salgado (tesis) siendo su título de investigación “el juicio penal en 





como medidas efectivas para reducir la impunidad en delitos en contra de 
la administración pública” 2016, siendo el objetivo determinar si el 
juzgamiento penal de una persona en su ausencia y la imprescriptibilidad 
de la acción y la pena, constituyen medidas efectivas para evitar la 
impunidad en los delitos en contra de la administración pública; además, 
en la que concluye: 
La investigación tanto bibliográfica como aplicada indica que 
efectivamente, la imprescriptibilidad y la facultad de continuar el 
juicio en ausencia del imputado, no constituyen medidas efectivas 
para garantizar la administración de justicia en delitos que ponen 
en riesgo la estabilidad económica y moral de la sociedad, pues no 
se ha verificado un cambio significativo en los índices procesales 
para los referidos delitos desde su aplicación, por lo que se acepta 
la hipótesis planteada. 
La aplicación del Juicio Penal en ausencia del procesado, 
constituye una transgresión a las garantías del debido proceso y el 
derecho a la defensa, pues sin importar las circunstancias, se ven 
vulnerados los principios procesales de inmediación y 
contradicción; se debe considerar además que nuestro sistema 
penal es oral y acusatorio, precisamente para que a través de los 
medios de defensa del imputado, el juzgador pueda evaluar los 
hechos y llegar a la verdad, características indispensables del 
proceso que no se encuentran presentes en la aplicación de un 





Existe un criterio dividido en Jueces de Garantías Penales y 
Defensores Públicos, pues aunque sea una minoría, para algunas 
personas encuestadas, la mejor opción es suspender el Proceso a 
una persona que ha incurrido en delitos graves ante su ausencia a 
la Audiencia de Juzgamiento, tomando en consideración la 
celeridad procesal y el interés general de la sociedad. 
Al parecer, un Juicio en Ausencia en nuestro medio 
actualmente se ejecuta primordialmente en los delitos en contra de 
la Administración Pública, debido a que se considera que afecta 
gravemente al interés social, no solo porque perjudica la actuación 
del Estado, sino porque afecta los intereses de todos los 
ciudadanos y vulnera la armonía de toda la sociedad. 
Según los resultados de la investigación, pese a que la 
mayor parte de funcionarios judiciales encuestados consideran que 
la imprescriptibilidad de la acción y de la pena es una regulación 
atentatoria contra el derecho a la seguridad jurídica, están de 
acuerdo con que se aplique esta medida en los delitos en contra de 
la Administración Pública, pues de otra forma, quedarían en 
completa impunidad estos delitos. 
La existencia del Juicio Penal en Ausencia del Procesado y 
la imprescriptibilidad de la acción y de la pena, no son medidas 
coherentes con un Estado garantista y de mínima intervención 
penal, como se ha declarado el Ecuador, pues no se ha 





aplicación en los delitos de concusión, cohecho, peculado y 
enriquecimiento ilícito. 
La aplicación de las medidas analizadas en el sistema 
procesal ecuatoriano es bastante limitada; puesto que los 
funcionarios encuestados confirman que en su mayoría que no han 
tenido este supuesto en el ejercicio de sus funciones, y quienes lo 
han hecho, ha sido de manera excepcional. 
La mayoría de Defensores Públicos encuestados han 
admitido que en el caso de tener que defender a una persona 
ausente, no sabrían como orientar su estrategia, puesto que la 
colaboración de sus clientes es un elemento fundamental en la 
construcción de la teoría del caso, argumentos que son 
respaldados por la investigación bibliográfica (pp. 85-86). 
 
2.1.2. A nivel nacional  
Pilco (tesis) en la investigación que titula “desnaturalización del plazo de 
la investigación preliminar en las investigaciones a cargo de la segunda 
fiscalía provincial penal corporativa de Moyobamba durante los años 
2012-2015”, por lo que el objetivo del presente estudio es conocer y 
comprender la aplicación de criterios de razonabilidad y proporcionalidad 
en los plazos de las diligencias preliminares, así como determinar la 
naturaleza jurídica de la Investigación Preliminar como parte de la 






El Proceso penal peruano tiene tres etapas: la etapa 
preliminar o preparatoria (diligencias preliminares y la investigación 
preparatoria) bajo la dirección del fiscal, la etapa intermedia, bajo 
la dirección del juez de la investigación preparatoria y la etapa de 
juzgamiento o juicio oral, dirigida por el juez penal unipersonal o 
colegiado, etapa principal del proceso para llevar a cabo la 
actividad probatoria que se realiza sobre la base de la acusación. 
Las Diligencias preliminares constituyen una etapa 
Prejurisdiccional en la que sólo se realizan actos procesales de 
carácter inmediato y de aseguramiento de las fuentes de prueba 
que tienen la característica de ser urgentes o inaplazables. Es por 
ello, que al realizar diligencias que no tienen dicha característica en 
esta sub-etapa se confunde en la aplicación del plazo razonable y 
se sobrepasa los límites de lo permitido. 
Del trabajo de campo efectuado en el Distrito Judicial de San 
Martín, los representantes del ministerio Público en cuanto a la 
aplicación adecuada del plazo razonable de las diligencias 
preliminares vienen cometiendo distorsiones e incumplimientos 
reflejados en las carpetas fiscales signadas con los números: 1776-
201 2, 1036-2013 y 354-2014. 
Las Diligencias Preliminares y la Investigación Preparatoria 
son distintas e independientes, no tienen la misma naturaleza: la 
primera busca que la información no se pierda, son esencialmente 
de carácter urgente; mientras que la otra desarrolla una actividad 





conforman la investigación preparatoria por ser parte de la 
actividad de investigación, es decir, frente a un hecho delictivo, 
primero tratamos de asegurar todo lo que nos lleve a descubrir lo 
que realmente ocurrió, luego de ello tratamos de verificar que ese 
hecho es delictivo, para finalmente buscar a todos los intervinientes 
y toda la información posible. 
La propuesta modificatoria del texto del Código Procesal 
Penal de 2004,  en lo que respecta a la aplicación adecuada del 
plazo razonable en las diligencias preliminares por parte de los 
representantes del Ministerio Público, deviene en factible, toda vez 
que de la investigación se determina que se vienen asegurando 
fuentes de prueba que no tienen el carácter de ser urgentes e 
inaplazables dentro de la sub-etapa de las diligencias preliminares 
y que corresponden efectuarse en la etapa preparatoria 
propiamente dicha (pp.129-130). 
 
2.1.3. A nivel local 
Montes de Oca, (tesis) en el desarrollo de su investigación “la 
imprescriptibilidad en los delitos de corrupción” 2017, en la que plantea su 
objetivo determinar los alcances de la prescripción de la acción penal en 
los delitos de cohecho pasivo propio e impropio. Siendo la conclusión: 
 
La prescripción de la acción penal es la institución jurídica 
que permite que el Estado renuncia a su poder coercitivo 
transcurrido un lapso de tiempo prolongado establecido en la ley, 





eminentemente material, y para el caso de delitos contra el 
patrimonio del Estado la prescripción se duplica. En Bolivia, 
Venezuela existe la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. 
La corrupción en nuestro país es un fenómeno extendido. 
Existen dos tipos: la primera denominada como “menuda”, que 
afecta a los ciudadanos en su trato diario con el Estado, y un 
segundo tipo “corporativa”, que es aquella cometida en las más 
altas esferas del poder. 
La corrupción casi nunca fue investigada con probidad y 
eficacia. La justicia ha demostrado, una y otra vez, que no está 
preparada para enfrentar a poderosos ni a fenómenos de 
criminalidad compleja. 
? La promulgación de la imprescriptibilidad reducirá de 
manera sustancial la comisión de los Delitos Contra la 
Administración Pública en nuestro país (p. 116). 
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Fundamento constitucional para el derecho penal. 
 
Al hablar del derecho  procesal penal mencionamos que es un  conjunto 
de normas jurídicas convenientes al derecho público interno que 
sistematizan cualquier proceso de carácter meramente  penal desde el 
momento de  su inicio hasta su concluir la relación existente entre el 
Estado y los particulares. 






“Sobre el asiento del decálogo de los derechos humanos, 
adecuado de un Estado social y democrático de derecho, 
corresponde reformar las bases del Derecho Penal en la 
Constitución, en función de la tutela de la persona humana y sus 
derechos” (p.12). 
“ Así, los derechos humanos extienden su fuerza legal y 
modifican los conceptos e instituciones clásicas del Derecho Penal 
en sus campos sustantivo, procesal y de ejecución penal, en 
función del bloque constitucional" (p.12). 
 “Los derechos humanos. En el caso del ordenamiento 
jurídico peruano, el principio humanista del Derecho fue reconocido 
por la Constitución de 1979 y nominalmente reiterado en la 
Constitución de 1993. En tal entendido, la Constitución actual 
establece en el artículo 1 que la defensa de la persona humana y 
el respeto de su dignidad es el fin supremo de la sociedad y del 
Estado asimismo, garantiza la plena vigencia de los derechos 
humanos, acorde artículo 44; lo que no es óbice para que el Estado 
salvaguarde a la población de las amenazas contra su seguridad, 
conforme el artículo 44, que la Policía Nacional prevenga, 
investigue y combata la delincuencia, de acuerdo al artículo 165 o 
que la Fuerza Armada asuma el control del orden interno cuando 
se declaran los estados de emergencia, tal como lo prescribe el 
artículo 137, entre otras normas básicas” 
“Debe enfatizar que el conjunto de normas rectoras del 





fundamentales de la Constitución política, sino también por los 
tratados internacionales en materia de derechos” (p.12) 
“De conformidad con el artículo 51 de la Constitución 
política. Razón por la cual, enlazan u exigen al Estado dentro de 
éste, particularmente al Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
Asimismo, según la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la 
Constitución, las normas políticas  referentes a los derechos y 
libertades -que comunican al Derecho Penal- se descifran de 
aprobación con los tratados sobre derechos humanos de los que el 
Estado peruano es parte. En tal sentido, el conjunto de normas que 
conforman el denominado bloque constitucional"  
“Derechos humanos está compuesto por la Constitución, la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración 
Americana de los Derechos del Hombre y del Ciudadano y, en 
particular, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
que cuenta con la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, organismos internacionales delegados de tutelar los 










2.2.2. Etapas del código procesal penal en el Perú  
2.2.2.1. Constitución, reforma procesal penal y modelo acusatorio  
El proceso de reforma procesal penal hacia el Modelo Acusatorio en 
el Perú, se inicia a partir de la Constitución de 1979, cuando el 
Ministerio Público se convierte en un organismo autónomo y en titular 
del ejercicio de la acción penal, generando las bases del modelo 
acusatorio a través de la separación de funciones de persecución y 
jurisdicción penal. 
Para Burgos (2011) indica que: 
 “De esta manera, pese a la promulgación de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público, el Código de Procedimientos 
Penales de 1939, mantenía vigente el modelo mixto inquisitivo, 
donde el Juez de Instrucción tenía la función de investigación del 
delito. E incluso, el 12 de junio de 1981 se promulga el Decreto 
Legislativo N° 124, que regula al proceso penal sumario, un 
proceso con características inquisitivas propias de la Edad Media, 
donde se elimina el juicio oral y no se toma en cuenta el principio 
del juez no prevenido” 
 “El  Juez que investigaba era el mismo que sentenciaba el 
caso, en un procedimiento escrito y no contradictorio. Gracias a los 
esfuerzos de académicos y magistrados, se indujo un nuevo intento 
de reforma, que culminó con la promulgación del Código Procesal 
Penal de 1991 de corte Acusatorio, mediante el Decreto Legislativo 
N° 638, publicado el 27 de abril de 1991, pero este Modelo Procesal 





poniéndose en vigencia sólo algunos artículos, el modelo imperante 
siguió siendo el Mixto Inquisitivo” (p.15). 
 “El Decreto Ley Nº 26147, publicada el 30 de diciembre 
de1992, se ratifica la vigencia del proceso penal sumario, al 
disponerse la adecuación de los delitos del Código Penal de 1991 
al procedimiento regulado por el Decreto Legislativo N° 124. De 
esta manera, la reforma del sistema penal peruano operada el año 
1991 (este año se promulgaron los Códigos Penal, Procesal Penal 
y de Ejecución Penal), fue sometida a la cultura inquisitiva del 
proceso penal sumario. Con la promulgación de la Constitución de 
1993, y la constitucionalizarían de la dirección fiscal de la 
investigación, el mismo que para muchos era ya un reconocimiento 
expreso del Modelo Acusatorio (de forma parcial, pero un gran 
paso), hacía inminente la entrada en vigencia del Código Procesal 
Penal de 1991, sin embargo ello nunca ocurrió, a pesar de los 
proyectos de 1995 y 1997, por supuestos “inconvenientes técnicos 
Para finalmente, con la puesta en vigencia de la Ley Nº 26689, 
publicada el 30 de Noviembre de 1996, el proceso penal sumario 
(inquisitivo) pasa a consolidarse como la vía procesal hegemónica 
de la justicia penal en nuestro país, reservándose las normas del 
proceso penal ordinario -mixto inquisitivo” (p.15). 
“Se advierte que pese a que la Constitución de 1993 había 
recogido un modelo acusatorio, a través de la dirección fiscal de la 
investigación, en la realidad se venían aplicando las reglas 





(mixto inquisitivo), lo que revela que la cultura jurídica 
predominante de los operadores de justicia, era el de preferir la 
aplicación literal de la ley procesal (inquisitivo), que lo previsto en 
la Constitución (acusatorio)” (p.15). 
“En nuestro país  los operadores penales tienen que hacer 
frente no solo al problema del desfase legislativo, sino al problema 
que en el propio texto del Nuevo Código Procesal Penal, coexisten 
normas que conservan rezagos inquisitivos y cuya interpretación 
literal, tienden a conservar las viejas prácticas procesales y 
administrativas de corte inquisitivo, y al mismo tiempo, frenan la 
consolidación de las nuevas. 
Prácticas de corte acusatorio, por ello la solución sería la 
reforma integral del sistema legal y constitucional para adecuar 
toda la legislación al Nuevo Modelo Acusatorio, sin embargo, ello 
parece difícil de concretar en el inmediato plazo. La otra solución 
es la interpretación constitucional de las normas que mantienen 
rezagos inquisitivos, con la finalidad de interpretarlas haciendo 
prevalecer el debido proceso y el principio de supremacía 
constitucional, lo que nos lleva a hacer prevalecer el diseño 










2.2.3. Código procesal en el Perú 
“Los antecedentes expresados han servido para que se hagan 
extensivos a otras legislaciones en nuestro ordenamiento jurídico, 
tales como: el Código Civil de 1984, código de Ejecución penal de 
1991, Código Procesal Civil de 1993, Código del Niño y 
adolescente de 1993, el Código Procesal penal de 1991, de cuyo 
cuerpo fueron 22 artículos vigentes desde abril de 1991 y las 
diligencias especiales, arts. 239 al 245, vigente por ley N° 25825, 
publicado el 09 De noviembre de 1992. Y de esta línea trazada no 
podía sustraerse el Código Procesal Penal del 2004, que ha 
incluido un repertorio de derechos y garantías del proceso penal. 
Este Código Procesal penal como ya se ha dicho, contiene 
principios, derechos y garantías consagrándolas a normas rectoras 
cuyo origen y procedencia en su mayoría son recogidas de las 
Cartas (nacional e internacional) que sobre derechos humanos han 
emitido. El Título Preliminar del Código Procesal Penal del 2004 ha 
consagrado las normas rectoras que a saber son: art. I, justicia 
penal, gratuidad, imparcialidad, juicio previo, oralidad, publicidad, 
contradictorio e igualdad procesal, recurribilidad en sentencias y 
autos; art. II Principio de Presunción de Inocencia; artículo III 
Principio de Ne bis in ídem; art. IV, principio Acusatorio, artículo V, 
Competencia Judicial, artículo VI legalidad de las medidas 
limitativas de derecho, artículo Vil Vigencia e interpretación de la 






En nuestro país, el desapego de las normas procesales de las respectivas  
garantías procesales  y derechos reconocidos en el texto constitucional 
no se da de manera  directa sino de forma asolapada, hipócrita e insana; 
para manifestar. 
 Según Padilla (2016) menciona que: 
“El origen del proceso penal peruano lo encontramos en la importación 
de normas europeas a la legislación nacional, concretamente, de la 
regulación española” (padilla, 2016, p.5). 
  “para comprender la filiación histórica del llamado sistema procesal 
penal peruano es necesario recordar que el Perú se convirtió en 
Virreinato mediante Real Cédula de Barcelona del 20 de noviembre de 
1542. La colonización nos trajo e impuso el sistema procesal penal 
imperante en aquel entonces.”  
 “El Perú un Virreinato de España, las reglas impartidas en nuestro 
territorio provinieron de dicho país; incluso, con la proclamación de la 
independencia, el 28 de julio del año 1821, la reforma legal no fue de 
manera inmediata, y “(…) aplicando ultractivamente la legislación 
colonial, actuando con mentalidad (cultura jurídica) inquisitiva”  
2.2.3.1. El Código de enjuiciamiento penal de 1863   
“La nueva nación reclamó para sí normas propias, concordantes con 
la autonomía e independencia que proclamaba, dando como 






“Es significativo valorar las principales características de esta nueva 
normativa, teniendo presente que no es correcto calificarla como 
perteneciente a un sistema procesal netamente inquisitivo. En efecto, 
consideramos que todos los códigos muestran una tendencia a ser 
“inquisitivos” o “acusatorios”, no habiendo existido ningún texto 
procesal que haya demostrado tener plenamente uno u otro carácter, 
ni siquiera el actual Código Procesal Penal denominado como 
adversarial”. 
Montero (1997) informa que: 
 “las cosas creemos que se puede afirmar que los llamados sistemas 
procesales penales son conceptos del pasado, que hoy no tienen 
valor alguno, sirviendo únicamente para confundir o para enturbiar la 
claridad conceptual” (p.29). 
“de esta manera , discurrimos que los distintos Códigos Procesales 
Penales que se han formulado y conformado parte del sistema penal   
en el Perú deben reflejar una tendencia hacia uno u otro modelo 
procesal; y, no así ser entendidos como un sistema jurídico de un solo 
corte dogmático” (p.29). 
 
2.2.3.2. El Código de procedimientos en materia criminal de 1920 
“La promulgación de nuevas normas procesales no fue del agrado de 
todos, por lo que en esta nueva República, que había soportado una 
guerra exterior con Chile en el año 1879, empezó a discutir reformas 





(1997) quien menciona los aspectos más notables de las discusiones 
que posteriormente darían origen a la reforma procesal penal: 
    “La acción penal es pública. Se ejerce de oficio por el Fiscal, 
excepto en delitos privados y cuando proceda acción popular. Rige el 
principio de legalidad (mejor dicho, de obligatoriedad en el ejercicio de 
la acción penal). Se incorpora la acción civil por los daños causados 
por el crimen, delito o contravención, la cual se ejercita por los que 
han sufrido el daño acumulativamente con la acción penal  Se 
incorporan las excepciones y las cuestiones prejudiciales, que son 
resueltas por el Tribunal Superior, al que expresamente se le 
denomina Tribunal Correccional (…) el proceso se divide en dos 
etapas, ambas dirigidas por un juez. La instrucción, cuyo objeto es 
reunir los datos necesarios sobre el delito cometido y sus autores, 
cómplices o encubridores, para que pueda realizarse el juzgamiento; 
y el Juicio Oral a cargo del Tribunal Correccional o del Jurado”. 
 
2.2.3.3. El Código de procedimientos penales de 1939 
“El Código de Procedimientos Penales de 1939 debe su nacimiento a 
la “contra reforma procesal penal”. 
    San Martin. (s.f) nivel de las críticas forzó al gobierno de 
entonces a iniciar la contra reforma procesal penal. El 5 de mayo de 
1936, por Decreto Supremo N°. 154, Se nombró una Comisión para 
el estudio de un nuevo Código presidida por el Vocal Supremo, Dr. 





     “El 23 de noviembre del año 1939, mediante Ley N.º 9024, se 
promulgó el Código de Procedimientos Penales de 1939 por el 
Presidente de la República del Perú, en atención a las facultades 
legislativas otorgadas por el Congreso Constituyente al Poder 
Ejecutivo, mediante Ley N.º 8463. En el artículo primero del referido 
código se señaló que éste estaría vigente en todo el Perú, a partir del 
18 de marzo de 1940. Debido al año en que entró en vigencia, este 
Código es conocido como el “Código de 1940” o, simplemente, como 
el “Código de Procedimientos Penales”. 
 
2.2.3.4. El código procesal penal de 1991 
“Desde el año 1968 hasta julio de 1980, el Perú vivió una dictadura 
militar, luego de lo cual han existido diferentes regímenes 
democráticos. Se debe destacar que durante la “dictadura militar”, en 
el año 1978 se pudo elaborar la Constitución Política de 1978, través 
de una Asamblea Constituyente, la cual entró en vigencia en el año 
1980. La vuelta al régimen democrático, trajo cambios procesales 
como la creación del Proceso Sumario, a través del Decreto 
Legislativo N.º 124, de fecha 12 de junio de 1981; así como, la 
instauración del Ministerio Público como entidad independiente, 









2.2.3.5. El código procesal penal de 2004 
“Mediante Decreto Legislativo N.° 958, de fecha 22 de julio del 2004 y 
publicado el 29 de julio del año 2004, se promulgó el Código Procesal 
Penal de 2004, denominado también “Nuevo Código Procesal Penal”; 
sin embargo, se esperó que entrara en vigencia dos años después en 
el distrito judicial de Huaura y, posteriormente, de manera progresiva 
en la totalidad del territorio. Aunque nunca se han entendido a 
cabalidad las razones por las cuales el Código Procesal Penal de 
2004 empezó a regir, de un momento a otro, en el distrito judicial de 
Huaura63, las posteriores postergaciones en los distritos judiciales de 
Lima y Callao hacen notar la falta de confianza en las instituciones a 
las que le correspondía su aplicación” 
     Como son el Ministerio Público y el Poder Judicial. Considero 
que el Código Procesal Penal de 2004 debió entrar en vigencia en 
todo el país para delitos con penas menores a cuatro años, para que 
todos los operadores estén familiarizados con la aplicación del mismo. 
De  manera contraria a ello, este texto normativo está vigente para los  
delitos contra la Administración Pública, resultando difícil de investigar 
esta clase de ilícitos complejos bajo los alcances de este “Nuevo 
Código”. A la fecha, existen tres normas procesales que rigen en todos 
los distritos judiciales de Lima y Callao, lo que impide un correcto 
desarrollo de los procesos penales, refiriéndose a la promulgación del 
Código Procesal Penal de 200, señala que “durante 64 años en 
nuestro país no se ha variado la normatividad procesal penal, a pesar 





cierto, porque no existe una adecuada decisión política para que en 
nuestro país exista un solo conjunto de normas procesales, eso 
dependerá del tipo de delito, del distrito judicial y de la fecha de inicio 
del proceso penal” 
 
2.2.4. El derecho procesal penal y sus etapas 
La promulgación del Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) mediante 
Decreto Legislativo Nº 957, publicado el 29 de julio de 2004, marca el 
inicio del nuevo modelo procesal penal de orientación acusatoria y con 
ello la transformación del sistema de justicia penal. 
 
Para el Ministerio Publico Fiscalía de la Nación (s.f) quien menciona lo 
siguiente: 
2.2.4.1. Investigación preparatoria: 
Tiene por finalidad reunir los elementos de convicción, de cargo y de 
descargo, que permitan al Fiscal decidir si formula acusación o no. En 
ese sentido, el titular del Ministerio Público busca determinar si la 
conducta incriminada es delictiva, así como las circunstancias o 
móviles de la perpetración, la identidad del autor, partícipes y de la 
víctima y la existencia del daño causado. 
     La Investigación Preparatoria es dirigida por el Fiscal quien, por 
sí mismo o encomendando a la Policía, puede realizar las diligencias 
de investigación que conlleven al esclarecimiento de los hechos. Estas 





partes y siempre y cuando no requieran autorización judicial ni tengan 
contenido jurisdiccional (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación .s.f) 
Esta etapa se inicia con el conocimiento o sospecha de la comisión de 
un hecho presuntamente delictivo y puede ser promovida por los 
denunciantes o hacerse de oficio, cuando se trate de un delito de 
persecución pública. 
     Durante esta etapa le corresponde al Juez de la Investigación 
Preparatoria autorizar la constitución de las partes; pronunciarse sobre 
las medidas limitativas de derechos y medidas de protección; resolver 
excepciones, cuestiones previas y prejudiciales; realizar los actos de 
prueba anticipada y controlar el cumplimiento del plazo de esta etapa. 
Las cuales se dividen en dos: 
a) Diligencias Preliminares-dentro de la investigación 
preliminar 
“En un momento inicial y por un plazo de 20 días, el Fiscal 
conduce, directamente o con la intervención de la Policía, las 
diligencias preliminares de investigación para determinar si 
debe pasar a la etapa de Investigación Preparatoria. Estas 
implican realizar los actos urgentes o inaplazables para verificar 
si han tenido lugar los actos conocidos y su delictuosidad, así 
como asegurar los elementos materiales de su comisión, 
individualizar a las personas involucradas y asegurarlas 
debidamente” Ministerio Publico Fiscalía de la Nación (s.f) 
“Cuando la Policía tenga noticia sobre la comisión de un delito, 





continuar las investigaciones que haya iniciado y practicar 
aquellas que le sean delegadas una vez que intervenga el 
Fiscal. En todos los casos, la institución policial debe entregar 
el correspondiente informe policial al Fiscal” (Ministerio Publico 
Fiscalía de la Nación (s.f) 
   “El Fiscal califica la denuncia. Si aprecia que el hecho no 
constituye delito, no es justiciable penalmente o hay causas de 
extinción previstas en la Ley, el representante del Ministerio 
Público debe ordenar el archivo de lo actuado. En caso de que 
el hecho sí calificase como delito y la acción penal no hubiere 
prescrito pero falta identificar al autor o partícipes, el Fiscal 
puede ordenar la intervención de la Policía para tal fin. 
Igualmente puede disponer la reserva provisional de la 
investigación si el denunciante hubiera omitido una condición de 
procedibilidad que dependa de él” Ministerio Publico Fiscalía de 
la Nación (s.f) 
    “Finalmente, cuando a partir de la denuncia del informe 
policial o de las diligencias preliminares aparezcan indicios 
reveladores de la existencia de un delito, este no ha prescrito, 
se ha individualizado al imputado y se cumplen los requisitos de 
procedibilidad, el Fiscal debe disponer la formalización y 
continuación de la Investigación Preparatoria (Ministerio Publico 







b) Dentro de la Investigación Preparatoria: 
(Ministerio Publico Fiscalía de la Nación{ s.f) “Durante la 
Investigación Preparatoria, el Fiscal dispone o realiza nuevas 
diligencias de investigación que considere pertinentes y útiles; 
no pudiendo repetir las efectuadas durante las diligencias 
preliminares. Estas solo pueden ampliarse siempre que ello sea 
indispensable, se advierta un grave defecto en su actuación 
previa o ineludiblemente deba completarse por la incorporación 
de nuevos elementos de convicción” 
     (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f)  “El Fiscal 
puede exigir información de cualquier particular o funcionario 
público. Asimismo, cualquiera de las partes procesales puede 
solicitarle la realización de diligencias adicionales”. 
      (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f) “Para 
realizar las diligencias investigatorias, el Fiscal puede solicitar 
la intervención de la Policía y hasta el uso de la fuerza pública 
de ser necesario para el cumplimiento de sus actuaciones. 
Cuando el titular del Ministerio Público requiera la intervención 
del Juez de la Investigación Preparatoria – como la imposición 
de medidas coercitivas o la actuación de prueba anticipada- 
debe necesariamente formalizar la investigación, salvo en las 
excepciones de Ley”. 
      “Durante la Investigación Preparatoria se puede 





actuación de agentes encubiertos” (Ministerio Publico Fiscalía 
de la Nación, s.f) 
     “Finalmente, en los casos en que se venza el plazo de la 
Investigación Preparatoria sin que el Fiscal la haya concluido, 
cualquiera de las partes puede solicitar al Juez de la 
Investigación Preparatoria que disponga su conclusión” 
(Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f). 
 
2.2.4.2. Etapa intermedia 
“Esta segunda etapa se centra en la decisión adoptada por el Fiscal 
luego de haber culminado la Investigación Preparatoria de pedir el 
sobreseimiento de la causa (se abstiene de la acción penal, evitando 
el proceso penal y la imposición de la pena al existir un acuerdo entre 
imputado y víctima que busca la reparación del daño causado) o la 
acusación” (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f). 
     En el primer caso, el titular del Ministerio Público puede pedir el 
sobreseimiento de la causa cuando 
 El hecho no se realizó (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, 
(s.f). 
 Este no es atribuible al imputado (Ministerio Publico Fiscalía de 
la Nación, s.f). 
 No está tipificado (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f). 
 Hay una causa de justificación, de inculpabilidad o de no 





 La acción penal se ha extinguido (Ministerio Publico Fiscalía de 
la Nación, s.f). 
 No existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos 
datos a la investigación (Ministerio Publico Fiscalía de la 
Nación, s.f). 
 No haya elementos de convicción suficientes para solicitar 
fundadamente el enjuiciamiento del imputado (Ministerio 
Publico Fiscalía de la Nación, s.f). 
     “El sobreseimiento puede ser total o parcial. Esta decisión se 
debate en una audiencia preliminar convocada por el Juez de la 
Investigación Preparatoria y, de proceder, tiene carácter definitivo y la 
autoridad de cosa juzgada, ordenando el archivo de la causa” 
(Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f). 
 
     “De otro lado, en el caso de que el Fiscal decida formular 
acusación, el Juez de la Investigación Preparatoria debe convocar a la 
audiencia preliminar con la finalidad de debatir sobre la procedencia o 
admisibilidad de cada una de las cuestiones planteadas y la 
pertinencia de la prueba ofrecida” (Ministerio Publico Fiscalía de la 
Nación, s.f). 
     “Para la instalación de esta audiencia es obligatoria la presencia 
del Fiscal y del defensor del acusado y no pueden actuarse diligencias 
de investigación o de pruebas específicas, salvo el trámite de prueba 
anticipada y la presentación de prueba documental. El Juez también 





excepciones o medios de defensa, el sobreseimiento (que puede 
dictarse de oficio o a solicitud del acusado o su defensa), la admisión 
de los medios de prueba ofrecidos y las convenciones probatoria” 
(Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f). 
     “Finalizada la audiencia el Juez resuelve inmediatamente todas 
las cuestiones planteadas, salvo que por lo avanzado de la hora o lo 
complejo de los asuntos por resolver, difiera la solución hasta por 
cuarenta y ocho horas improrrogables. En este último caso, la decisión 
simplemente se notifica a las partes” (Ministerio Publico Fiscalía de la 
Nación, s.f). 
     “Si los defectos de la acusación requieren un nuevo análisis del 
Ministerio Público, el Juez dispone la devolución de la acusación y 
suspende la audiencia por cinco días para que corrija el defecto, luego 
de lo cual se reanuda” (Ministerio Publico Fiscalía de la Nación, s.f).  
“Posteriormente, el Juez dicta el auto de enjuiciamiento, en el cual, 
además, debe pronunciarse sobre la procedencia o subsistencia de las 
medidas de coerción o reemplazarlas, pudiendo disponer, de ser el 
caso, la libertad del imputado. Posteriormente, será el Juez Penal el 
que dicte el auto de citación a juicio”. 
 
2.2.4.3. Juicio oral  
“Es la etapa principal del nuevo proceso penal y se realiza sobre la 
base de la acusación. Es regida por los principios de oralidad, 
publicidad, inmediación y contradicción, además de la continuidad del 





y presencia obligatoria del imputado y su defensor. El Juicio Oral 
comprende los alegatos preliminares, la actuación probatoria, los 
alegatos finales y la deliberación y sentencia” (Ministerio Publico 
Fiscalía de la Nación, s.f). 
     Una vez instalada la audiencia, esta debe seguir en sesiones 
continuas e ininterrumpidas –salvo las excepciones contempladas en 
la Ley- hasta su conclusión. Esta se realiza oralmente y se documenta 
en un acta que debe contener tan solo una síntesis de la misma. 
Asimismo, debe quedar registrada en medio técnico de audio o 
audiovisual, según las facilidades del caso. 
     En función al principio de oralidad, toda petición o cuestión 
propuesta debe ser argumentada oralmente, al igual que la 
presentación de pruebas y, en general, todas las intervenciones de 
quienes participan en ella. Además, las resoluciones, incluyendo la 
sentencia, son dictadas y fundamentadas oralmente, quedando 
registradas conjuntamente con el resto de las actuaciones de la 
audiencia en el correspondiente medio audiovisual, sin perjuicio de su 
registro en acta cuando corresponda. 
     El Juez Penal o el Presidente del Juzgado Colegiado, según sea 
el caso, dirigen el juicio y ordena los actos necesarios para su 
desarrollo, correspondiéndole garantizar el ejercicio pleno de la 
acusación y defensa de las partes (Ministerio Publico Fiscalía de la 







2.2.5. Etapa preliminar 
La  etapa preliminar o Previa al proceso adecuadamente dicho, es durante 
la cual se pueden llevar a cabos algunos de los medios preparatorios o de 
las providencias precautorias. Cuando se pretenda despejar alguna duda, 
remover un obstáculo o subsanar una deficiencia antes de iniciar un 
proceso. 
Para Placencia (2014).refiere lo siguiente:  
La etimología del término "investigación" nos sirve bastante bien 
como primera aproximación: la palabra proviene del latín in (en) y 
vestigare (hallar, inquirir, indagar, seguir vestigios). De ahí el uso 
más elemental del término en el sentido de "averiguar o describir 
alguna cosa". También tenemos que “investigación” se considera 
un término derivado del latín investigatio, equivalente a acción y 
efecto de investigar y descubrir algo, la misma que en muchos 
casos delictivos es generada por alguna denuncia que informa de 
una circunstancia considerada como delito. 
El Código Procesal Penal de 1991 emplea el término 
investigación, a diferencia del de instrucción, utilizado por el Código 
de Procedimientos Penales de 1940, para referirse a la actividad 
consistente en la recopilación de elementos de convicción 
necesarios para el desarrollo del juicio. La investigación preliminar 
es, en ese sentido, “una sub-etapa de carácter pre-procesal y no 
judicializado, que precede a la investigación preparatoria 
propiamente dicha, y en la que el Ministerio Público (Fiscal penal) 





aquellas diligencias preliminares encaminadas a determinar si el 
hecho denunciado constituye delito. 
 
 Para Sánchez (2006) indica que; 
“Por su parte nos dice que la investigación preliminar es la 
investigación inicial como respuesta a la denuncia que se presenta 
ante la autoridad fiscal o policial o cuando tales autoridades 
proceden de oficio, es decir, cuando por propia iniciativa deciden 
dar inicio a los primeros actos de investigación. Se trata de la 
primera fase del proceso penal, cuya importancia radica en la 
necesidad de perseguir la conducta delictuosa verificando su 







Se visualiza en la siguiente imagen: 
 
Figura N° 1. Fase de la investigación preliminar 
 
2.2.6. Principios de la investigación preliminar y preparatoria 
“Para mencionar una definición  de lo que llegaría a ser la investigación 
preliminar en el NCPP es obligatorio revisar algunos artículos de dicho 
cuerpo normativo. En ese sentido el Inciso 1 del Artículo 321 indica  que 
la dentro de la investigación preparatoria busca  reunir los elementos de 
convicción que admitan al Fiscal resolver si formula o no acusación. De 
este mismo modo  señala que tiene por finalidad determinar si la conducta 





la identidad del autor o partícipe y de la víctima, así como la existencia del 
daño causado. Y si bien de la lectura de este Artículo se desprendería que 
la Investigación Preparatoria es una sola, es necesario hacer una 
interpretación sistemática con otros artículos de dicho cuerpo normativo. 
Más aún si este se encuentra ubicado en el Título I, referido a Normas 
Generales de la Investigación Preparatoria” 
 
 Para Aguirre (2013) indica que: 
1. Principio universal  
“El principio de legalidad en su manifestación procesal penal 
atiende, desde esta perspectiva, a la ideología del Estado de 
Derecho, en cuanto pretende el sometimiento de los poderes 
públicos a la Ley. Como ha afirmado el Tribunal Constitucional 
(Exp. Nº 6167-2005-PHC/TC), el respeto a este principio implica 
que el Ministerio Público ejercite la acción penal por todo hecho 
que revista los caracteres de un delito, sin perder de vista que 
su labor se ejecuta en función de la justicia y teniendo como 
parámetros a la Constitución y a la ley. No podemos olvidar que 
la realización de la ley penal sustantiva, está condicionada a la 
persecución penal que se materializa en el procedimiento. Sin 
embargo, el principio de legalidad o de estricta legalidad, no 
debe ser entendido o interpretado de forma vertical, por lo que 
el persecutor público debe buscar la culpabilidad del imputado 
a toda costa y a todo precio. Definitivamente, esto no es así, el 





unilateral, pues, este presupone el pleno respeto a los principios 
informadores del derecho penal material (lesividad, 
culpabilidad, proporcionalidad, resocialización, etc.). Entonces, 
si las primeras indagaciones o investigaciones, arrojan 
elementos de convicción que el hecho imputado no se adecua 
formalmente al tipo penal en concreto, sea por cuestiones de 
atipicidad subjetiva u objetiva, o existiendo preceptos 
permisivos (causas de justificación) u causas supresoras 
legales de punibilidad, el agente fiscal deberá decidir por no 
formalizar la denuncia penal y, en caso del nuevo CPP no 
formalizará la Investigación Preparatoria. Sin duda, es el 
principio de legalidad el que sujeta la actuación del Ministerio 
Público al marco estricto de la ley, en tal sentido, debe promover 
una investigación preliminar y preparatoria para poder 
garantizar la efectiva sanción del agente delictivo” 
(Aguirre,2013). 
2. La objetividad como principio 
“En el actual sistema procesal-penal, la objetividad del Fiscal no 
es una función persecutora a rajatabla, es decir, a toda costa. 
Es decir si de las diligencias de investigación preliminar y 
preparatoria no se advierten suficientes indicios de sospecha 
vehemente de criminalidad, el agente fiscal no deberá 
formalizar la denuncia penal. Decisión que puede ser apelada 
por el agraviado al Fiscal Superior Penal, quien con su decisión 





de acuerdo con la pretensión de la defensa del imputado, y 
opinar por su procedencia; claro está que la opinión del agente 
fiscal no es vinculante por el juzgador. El nuevo CPP confiere al 
fiscal actuar con objetividad indagando los elementos u hechos 
constitutivos de delito, los que determinen y acrediten la 
responsabilidad o inocencia del imputado. De tal manera, que 
el órgano persecutor público asume una dual posición, que a 
primera vista parece ser incompatible entre sí: la de fungir de 
órgano acusador –a fin de cautelar los intereses públicos 
amparados en la persecución penal-, y, por otro lado, asumir 
una especie de defensa del imputado” (Aguirre, L.2013). 
3. El sistema acusatorio como principio  
“Consiste en que el agente fiscal pueda ejercitar la acción penal 
y realizar la pretensión persecutoria estatal, es necesario que 
este mismo órgano realice actos de investigación, a fin de 
contar con los elementos de cognición que le sirvan para 
sustentar válidamente su pretensión ante el Poder Judicial se 
manifiesta de manera latente, cuando atribuye la titularidad de 
la acción penal al Ministerio Público, es decir, sin un órgano 
público o privado que promueva la acción no habrá posibilidad 
de que se active la tutela judi cial efectiva. No es acaso entonces 
que el ejercicio de la acción penal está condicionada a la 
realización de la investigación criminal. Siendo así, no cabe 





entre sí, y encuentran validez programática en el principio 
acusatorio-garantista” (Aguirre, L.2013). 
 
2.2.7. Características de la investigación preliminar  
Debemos recalcar, que las diligencias preliminares no forman una etapa 
distinta de la investigación, que debería efectuar de modo tal, sino un 
posible momento inicial de la misma, que de ocurrir presenta notables y 
naturales características. Por cierto que, además, podemos afirmar que 
cuando se da, no acontece de modo superfluo sino que satisface 
necesidades concretas. 
 
Para Vega (s.f) menciona que existen características las cuales son: 
 No son  forma probatoria 
“Puesto que conforme lo señala el Artículo 325 del NCPP las 
actuaciones de la investigación solo sirven para emitir las 
resoluciones propias de la investigación y de la etapa 
intermedia. Salvo que tengan carácter de prueba anticipada o 
se traten de actuaciones objetivas irreproducibles cuya lectura 
en el juicio oral se encuentra autorizada por el NCPP. Por lo que 
siendo estas diligencias preliminares principalmente van a 
determinar las circunstancias que posibiliten investigar, acusar 
o archivar” (vega, s.f). 
 Son urgentes e inaplazables 
“En esta sub etapa de la investigación preparatoria solo se 





corroborar los hechos y determinar si delictuosidad, así como 
individualizar a las personas involucradas en su comisión” 
(vega, R.s.f). 
 Igualdad de armas en su realización 
“Es decir que tanto imputado como víctima tienen dentro de esta 
etapa todas las garantías para ejercitar su defensa bajo el 
principio de igualdad de armas” (vega, R. s.f). 
 Solo exige la existencia de una sospecha para su 
realización 
“El Artículo 329.1 del NCPP señala que el fiscal inicia los actos 
de investigación cuando tenga conocimiento de la sospecha de 
la comisión de un hecho que reviste los caracteres de delito. Es 
decir para iniciar los diligencias preliminares solo se requiere la 
sospecha de su comisión, por lo que se realizan diligencias 
urgentes e inaplazables a fin de corroborar dicha sospecha, y 
luego de realizadas ellas se decida si se procede a formalizar o 
no investigación preparatoria, puesto que para la formalización 
de la investigación se requiere indicios reveladores y no 
sospecha. En ese senito debe entender que no siempre debe 
procederse a instaurar diligencias preliminares, ello solo deberá 
hacerse en el caso en que no se encuentren acreditados los 
requisitos para su formalización, puesto que la verdadera 
investigación frente a indicios reveladores de la comisión de un 
delito se sebe realizar en la investigación preparatoria 





2.2.8. Diligencias dentro de la investigación preliminar 
“Dentro de esta etapa o sub etapa se desarrollaran todas las diligencias 
urgentes e inaplazables para corroborar los hechos denunciados, 
determinar su delictuosidad, y una vez realizadas estas determinar si 
procede o no a formalizar investigación preparatoria. En ese sentido las 
diligencias a desarrollarse en la presente etapa pueden ser: 
Declaraciones, Pericias y otras diligencias” 
 Declaraciones 
“La declaración viene a ser el acto mediante el cual una 
determinada persona ya sea denunciante, denunciado, testigo 
u otro brinda información relevante para los hechos 
investigados. En ese sentido dentro de esta etapa de 
investigación preliminar se podrá recibir la declaración del 
denunciante, denunciado y/o testigo de los hechos 
denunciados, siempre y cuando esta, es de decir, su recepción 
sea urgente e inaplazable para corroborar los hechos 
denunciados y determinar su delictuosidad, puesto que si de la 
propia denuncia y sus recaudos se advierte que existen indicios 
reveladores de la existencia de un delito, que la acción penal no 
ha prescrito, que se ha individualizado al imputado, se debe 
proceder a formalizar investigación preparatoria y dentro de 
ésta recibir todas las declaraciones que sean necesarias para 
determinar si formula o no acusación. Y esto es así, puesto que 





no la formalización de la investigación preparatoria” 
(vega,R.s.f). 
 Pericias- muestras  
“La pericia viene a ser el examen y estudio realizado por el 
perito sobre un problema encomendado, cuyo resultado estará 
comprendido en un informe o dictamen, el cual contendrá el 
objeto de estudio o de la pericia determinada por el Fiscal, el 
método utilizado y las conclusiones a las que llega. La pericia 
es uno de los medios más importantes que tiene el Fiscal para 
el análisis de los elementos materiales de prueba y así contribuir 
con el esclarecimiento de los hechos denunciados. La pericia 
es el medio probatorio con el cual se intenta obtener para el 
proceso, un dictamen fundado en especiales conocimientos 
científicos, técnicos o artísticos, útil para el descubrimiento o 
valoración de un elemento de prueba. En ese sentido, en la 
investigación preliminar se podrán realizar, las siguientes 
pericias: a) Pericias Médico Periciales, b) Pericia Médico 
Forense, c) Pericia de Alcoholemia, d) Pericia Toxicológica, e) 
Pericia de Absorción Atómica y f) Pericia Grafotécnica, entre 
otras. Siendo necesario precisar que estas se realizaran dentro 
de la investigación preliminar siempre y cuando ello sea 
necesario a fin de corroborar los hechos denunciados, 
determinar su delictuosidad y decir si se presentan o no los 
presupuestos a fin de formalizar investigación preparatoria, 





la investigación preparatoria su desarrollo deberá ser dentro de 
esta etapa” (vega,R.s.f). 
 Otras diligencias 
“Asimismo dentro de la investigación preliminar también se 
podrán realizar otras diligencias, entre las que se encuentran:  
a) Levantamiento de cadáver 
b) Necropsia 
c) Embalsamiento de cadáver  
d) Examen de vísceras 
e) preexistencia del bien patrimonial 
 f) Antecedes Policiales y requisitorias 
g) Actas Policiales, entre otras. Siempre y cuando sea necesaria 
su realización dentro de la investigación preliminar, pues de 
presentarse los presupuestos que exige el Código, deberá ser 
realizado dentro de investigación preparatoria propiamente 
dicha” (vega, s.f, p.10). 
 
2.2.9. Plazo razonable en el derecho penal. 
 Para Sánchez (1992) quien nos indica lo siguiente: 
El debido proceso indica el derecho de los justiciables de acceder 
a una tutela judicial efectiva, a través del desarrollo de un 
procedimiento reglado, en el cual se observen una serie de 
principios y garantías, cuya finalidad última es alcanzar justicia. A 
su vez, este derecho lleva implícito una serie de “derechos filiales” 





defensa, el principio de igualdad de armas, el principio de 
contradicción, publicidad, celeridad y pre En esta línea, el TC 
peruano, siguiendo la doctrina jurisprudencial de la Corte IDH , ha 
establecido que el derecho al plazo razonable es propiamente una 
“manifestación implícita” del derecho al debido proceso y a la tutela 
judicial efectiva y, en tal medida, se funda en el respeto a la 
dignidad de la persona humana . Así, el principio del plazo 
razonable tiene como finalidad impedir que los acusados 
permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurare que ésta se 
decida prontamente. Cabe precisar que el hecho de que el derecho 
al plazo razonable sea considerado como un “contenido implícito” 
del derecho al debido proceso trae como consecuencia que aquel 
pueda ser identificado como un derecho fundamental de 
configuración autónoma. Así lo ha entendido el TC peruano, 
agregando, además que, no deben confundirse tales contenidos 
implícitos de los “derechos viejos” con los derechos no 
enumerados, es decir, aquellos no mencionados en el texto 
constitucional, pero que derivan de su artículo 3ºsunción de 
inocencia (p.2). 
 
2.2.10. Criterios para determinar el plazo razonable 
Dentro de esos derechos, el ser juzgado en un plazo razonable constituye 
un derecho fundamental, que si bien no está reconocido explícitamente 
en la Constitución de 1993, deriva de la libertad y seguridad personales. 





o La complicación del asunto 
“La complejidad del asunto se determina por una serie de 
factores de iure y de facto del caso concreto. Así, en el proceso 
penal, aunque no exhaustivamente, dichos factores pueden 
estar referidos: a) el establecimiento y esclarecimiento de los 
hechos, los cuales pueden ser simples o complejos; b) el 
análisis jurídico de los hechos acerca de los cuales se ha 
producido el proceso penal; c) la prueba de los hechos, la cual 
puede ser difícil, necesariamente prolongada o de complicada 
actuación; d) la pluralidad de agraviados o inculpados” (Viteri, 
D. s.f). 
o El interesado dentro de la actividad procesal 
“Este criterio se encuentra referido a determinar si la conducta 
o actividad procesal de las partes del proceso ha sido 
incompatible con las normas legales o ha tenido por objeto 
obstruir o dificultar el correcto desarrollo de la administración de 
justicia. En este orden, algunas de las conductas que podrían 
evidenciar una conducta obstruccionista son: las relacionadas 
con la colaboración del procesado en el esclarecimiento de los 
hechos; la presentación de documentos falsos; las constantes y 
premeditadas faltas a la verdad que desvían el adecuado curso 
de las investigaciones; el entorpecimiento en la actividad 
probatoria; la manipulación de testigos; la interposición de 
recursos que, desde su origen y de manera manifiesta, se 





diferenciar el uso regular de los medios procesales al alcance 
de las partes y el derecho del investigado a guardar silencio a 
lo largo del proceso, del uso abusivo e innecesario de los 
instrumentos que la ley pone a disposición, bajo la forma de 
recursos o de otras figuras que alejan el momento de la 
resolución de fondo. Mientras que las dos primeras conductas 
son totalmente legítimas y constituyen derechos del investigado 
(o de las partes), la segunda implica una conducta de mala fe 
dirigida a obstaculizar la celeridad del proceso. La Corte IDH “no 
consta en autos que el (…) padre de la víctima, hubiere tenido 
una conducta incompatible con su carácter de acusador privado 
ni entorpecido la tramitación, pues se limitó a interponer los 
medios de impugnación reconocidos por la legislación (…)”un 
ejemplo de conducta obstruccionista al que ha hecho referencia 
el TC peruano en reiteradas oportunidades es la interposición 
de numerosos procesos constitucionales manifiestamente 
improcedentes que, en cierta medida, ocasionan que no se dicte 
sentencia prontamente” (Viteri, D. s.f).  
o Las autoridades judiciales y su respectiva conducta 
“Este criterio se encuentra encaminado a evaluar la conducta 
procesal de las autoridades judiciales o fiscales, que intervienen 
en el proceso e influyen, con su comportamiento, en el 
desarrollo del mismo, sus “tiempos y movimientos”. En el caso 
Salazar Monroe, el TC peruano estableció que para evaluar la 





necesario tener presente: a) la insuficiencia o escasez de los 
tribunales; b) la complejidad del régimen procesal; y c) si los 
actos procesales realizados han contribuido, o no, a la pronta 
resolución del proceso penal” (Viteri, D. s.f). 
 
2.2.11. El plazo razonable como garantía judicial 
El plazo razonable es la expresión más significativa que utiliza la 
dogmática de los derechos fundamentales para regular la prerrogativa del 
imputado a que su proceso termine tan pronto como sea posible. 
Según Bautista (2016) menciona que: 
Los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial 
establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
implican para el Estado garantizar a las víctimas a través del acceso a la 
administración de justicia, la investigación, enjuiciamiento y eventual 
sanción de los responsables. Es decir, el derecho de acceso a la justicia 
debe asegurar, en un plazo razonable, el derecho de las presuntas 
víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la 
verdad de lo sucedido y, en su caso, se sancione a los responsables. La 
falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de un proceso judicial 
constituye, en principio, por sí mismo, una violación de las garantías 
judiciales. El desarrollo jurisprudencial de esta garantía a la luz del 
sistema interamericano, tuvo como punto de partida los pronunciamientos 
que sobre el particular se dieron en Tribunal Europeo de derechos 
humanos, concretamente en el caso “Rigiesen” del 16 de julio de 1971, 





había sido razonable o no, se debía atender a la complejidad del caso, el 
comportamiento del demandante y la manera en que el asunto fue llevado 
por las autoridades administrativas y judiciales. La demora prolongada 
puede llegar a constituir por sí misma una violación de las garantías 
judiciales, por lo que corresponde al Estado exponer y probar la razón por 
la cual se ha requerido más tiempo del razonable para dictar sentencia 
definitiva en un caso particular (p.107). 
 
2.2.12. Derecho al plazo razonable en los instrumentos internacionales 
El derecho al plazo razonable ha sido divinizado tanto en el Sistema 
Universal como en el Sistema Interamericano y europeo a través de las 
siguientes herramientas internaciones: 
o La Declaración Universal de los Derechos Humanos 
“Artículo 10°. – Toda persona tiene derecho, en condiciones de 
plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un 
tribunal independiente” (vega, s.f). 
o Declaración Americana de Derechos Humanos 
“Artículo 25°. – “Se presume que todo acusado es inocente, 
hasta que se pruebe que es culpable” (vega, s.f). 
o La Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH) 
“Artículo 7.5-. “Toda persona detenida o retenida (...) tendrá 
derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 






“Artículo 8.1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 
de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter" (vega, s.f). 
o Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) 
Artículo 9.- 1.- “Todo individuo tiene derecho a la libertad y a las 
seguridades personales. Nadie podrá ser sometido a detención 
o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad por 
las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento 
establecido en ésta. 2.- Toda persona detenida será informada, 
en el momento de su detención, de razones de la misma y 
notificada, sin demora de la acusación formulada contra ella. 3.- 
Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal 
será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá 
derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que 
hayan de ser juzgadas no deben ser la regla general, pero su 
libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren en 
la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en su caso, 
para la ejecución del fallo. 4.- Toda persona que sea privada de 





recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad 
posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la 
prisión fuera ilegal.5.- Toda persona que haya sido ilegalmente 
detenida o presa tendrá el derecho efectivo a obtener 
reparación”. 
o  Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de 1950 (CEDH) mediante un convenio  
“Articulo 6.1º.- Toda persona tiene derecho a que su causa sea 
oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, 
por un tribunal independiente e imparcial, establecido por la ley, 
que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de 
carácter civil o sobre el fundamento” (Bautista,2016,pp.108-
110). 
 
2.2.13. Teorías del delito  
En el derecho procesal penal moderno se tiene una serie de instituciones 
jurídicas que se han incorporado con el pasar del tiempo, asi mismo, la 
evolución de estas teorías a través de la historia, ya que en esta etapa se 
ordena el derecho procesal pernal con criterios jurídicos sobre la 
imputación objetiva, de esta forma, la sobre la clasificación y secuencia 
en la que cada teoría ha argumentado sus bases jurídicas con la que se 
ha elaborado. Las teorías se sustentan en aquellos requisitos o 






En la historia del derecho se sostiene dos posturas la primera es la 
teoría casualista y la otra la teoría finalista del delito, cada una de ellas 
sustenta en la acción y la conducta ser humano hacia un resultado. 
 
La acción del individuo que produce un resultado que es tipificado 
en el código penal a consecuencia de dicho acto es plausible de ser 
condenado bajo una pena. La existencia de dos teorías como se indicó en 
líneas arribas se debe que se analiza la conducta del individuo, es por 
ello, que la primera teoría que es la casualista sustentado por Franz Von 
Liszt (Alemán) tiene el siguiente argumento según  Peña y Almanza (2010)  
considera que “concebir a la acción en términos físicos o naturalísticos, 
integrada por un movimiento corporal y el resultado de una modificación 
en el mundo exterior, unidos por un nexo causal” (p. 22). De igual forma, 
dentro de esta teoría se tiene do fases, la primera es la fase interna que 
consiste en la ideación seguido de la segunda fase que es la externa lo 
que se materializa en la exteriorización de la idea siendo esto la ejecución 
del hecho ilícito, también se distingue entre elementos objetivos (tipicidad 
y antijuridicidad) y subjetivos (culpabilidad) del delito (Peña y Almanza 
2010). La caracterización de esta teoría es que la conducta manifestada 
tiende a tener un nexo causal con el mundo exterior, en la idea de Franz 
que se centra en la acción ya que esta constituye delito por el movimiento 
corporal. 
 
En la segunda teoría que se sustenta es la finalista del delito 
argumentado por Hans Welzel donde indica que la conducta del individuo 





sociedad, a los juristas que se seguimos Peña,y Almanza (2010) 
considera: 
Acción es actividad final humana, no causación de resultados. La 
causalidad es ciega, la finalidad es vidente. La finalidad consiste en 
una sobre determinación de la causalidad por la voluntad, es decir, 
en la dirección consciente del curso causal hacia una meta u 
objetivo previamente propuesto por la voluntad. El hombre se 
propone fines y, gracias a su previo conocimiento de las leyes 
naturales, puede anticipar el curso y los resultados de su actividad, 
dentro de ciertos límites (p. 39) 
 
El énfasis que se denota en la teoría finalista es el desvalor que le 
denotan a la acción, sin embargo la existencia de la teoría funcionalista 
que intenta en recoger las dos anteriores teorías, en la explicación de 
Daza (1999) indica al respecto que el derecho sufrió un cambio vertiginoso 
con el llamado finalismo que trajo la inclusión de dolo al tipo a nivel de 
injusto, la tesis de la accesoriedad limitada en la participación delictiva. 
 
    Cada una de estas teorías tuvieron una evolución en la doctrina el 
Derecho y a un más  en el Código Procesal Penal, sin duda, en nuestro 
país se adopta la teoría finalista de Welzel, dicho argumento se basa en 
el comportamiento de la individuo, es decir, en la esencia de la acción 
humana, para Welzel (1951) dice “La acción es, por lo tanto, un 
acontecimiento finalista y no solamente causal" (p. 19). Ya que la finalidad 






2.2.13.1. Concepciones de delito   
En el derecho Penal y procesal Penal conjuntamente con las distintas 
doctrinas se tiene en consideración la evolución del término de delito, 
siendo desde la escuela clásica, las positivistas y la finalista. Según 
Maradiaga (2013) afirma que para los clásicos la conceptualización del 
delito es considerado ”…como un “ente jurídico” abstracto que supone una 
relación de contradicción entre el hecho del hombre y el derecho positivo” 
(párr. 12). Así mismo, la noción de la escuela positivistas considera “el 
delito es un ente de hecho natural y social, producto de un complejo 
determinismo integrado por factores antropológicos, físicos y sociales” 
(Maradiaga, 2013, parr. 16). En cambio la finalista se define como una 
conducta típica, antijurídica y culpable.   
 
2.2.14. Delitos contra la administración pública  
En la actividad pública que se entiende como la actividad que realiza un 
profesional en un entidad pública, siendo esto en unos de las instituciones 
del Estado, así mismo, el servicio público que brinda es por la confianza 
en la desempeño de sus funciones. Sin embargo, los delitos contra la 
administración pública constituyen un problema a nivel mundial como 
local, en este sentido la democracia se encuentra en crisis por los propios 
empleadores que laboran en las instituciones públicas. Para Montoya 
(2015) considera “…problemático determinar un método preciso para 





donde esta se desenvuelve” (p. 11). Este fenómeno social es considerado 
como el menoscabo que se ocasiona a los bienes del estado. 
 
2.2.14.1. Delitos contra la administración pública 
Dentro de la doctrina como en el Código Penal se establece tipificado 
los delitos contra la administración pública, por lo que, Montoya (2015) 
señala: 
a) los delitos de cohecho: vienen a representar un conjunto de 
delitos consistentes en la compra-venta de la función pública, 
siendo el cohecho pasivo y el activo. 
b) el delito de peculado: que se efectúe por otra persona la 
sustracción de caudales o efectos,  
c) el delito de malversación de fondos: el delito de malversación 
de fondos es la correcta y funcional aplicación de los fondos 
públicos.  
d) el delito de enriquecimiento ilícito: dado que no depende del 
bien protegido en un delito precedente (el que motiva el 
enriquecimiento). Esto es así porque las conductas precedentes 
no tienen que ser, necesariamente, otros delitos de corrupción 
o cualquier otro delito. 
e) el delito de negociación incompatible: e busca proteger es 
aquella donde la administración pública actúa al momento de 
realizar contratos, concursos públicos o cualquier otra 





competidor más adecuado de cara a los intereses públicos y al 
bien común. 
f) El delito de colusión desleal: es la asignación eficiente de 
recursos públicos en las operaciones contractuales que el 
Estado lleve a cabo, o en cualquier tipo de operaciones a cargo 
de este. 
 
Cada una de los delitos mencionados se encuentra tipificado en el 
Código Penal a consecuencias de las conductas ilícitas que se 
cometen en ña administración pública, así mismo, se tiene en 
consideración que el ilícito penal es cometido por parte del funcionario 
y servidor público, ya que solo estos personas pueden cometer dicho 
acto ilícito.  
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL. 
Proceso  
En el proceso penal el objeto principal es la relación de derecho 
sustantivo, o sea, penal, que surge del hecho que se considera delictuoso, 
y que tiene lugar entre su autor y el Estado, a fin de que se le aplique a 
aquél la ley penal^, después de individualizado y de haberse comprobado 
el hecho delictuoso (Levene, 1993, p. 208). 
Administración Pública  
La actividad administrativa de los órganos del Estado en todas sus escalas 





Poder Ejecutivo, nacional o provincial, y de los municipios. Sus 
actividades son las que regula el Derecho Administrativo (Ossorio, 2010, 
p. 47). 
Acción  
La Academia de la lengua, tomando esta voz en su acepción jurídica, la 
define como derecho que se tiene a pedir alguna cosa en juicio, y modo 
legal de ejercitar el mismo derecho, pidiendo en justicia lo que es nuestro 
o se nos debe. Para Capitant, es el remedio jurídico por el cual una 
persona o el ministerio público piden a un tribunal la aplicación de la ley a 
un caso determinado. Y para Couture es el poder jurídico que tiene todo 
sujeto de derecho, consistente en la facultad de acudir ante los órganos 
de la jurisdicción, exponiendo sus pretensiones y formulando la petición 
que afirma como correspondiente a su derecho (Ossorio, 2010, p. 33). 
 
Delito  
Este concepto descriptivo-normativo del delito sirve a la criminología sólo 
como un punto de partida para sus investigaciones, pero no es su objeto 
exclusivo o el fin de sus actividades. Como fenómeno social, el delito 
puede ser estudiado desde diferentes perspectivas. Puede ser 
considerado como un hecho puramente jurídico u observado en sus 
relaciones con la cultura, la religión y la moral. Por esto, no se puede 
obtener unanimidad en la manera de definir el delito. El concepto 
normativo debe, sin embargo, ser el punto de partida para las 






La corrupción es el abuso del poder público encargado (por elección, 
selección, nombramiento o designación) para obtener beneficios 
particulares (económicos o no) violando la norma en perjuicio del interes 
general o el interés público (Montoya, 2015, p. 18). 
 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis de trabajo. 
La actuación del investigado y fiscal en el desarrollo de la investigación 
preliminar determina la vulneración del derecho a ser juzgado en un plazo 
razonable en delitos contra la administración pública, región de Puno  
 
2.5. VARIABLES   
 Variable independiente  
Actuación del investigado y fiscal en delitos contra la administración 
pública 
 Variable dependiente  












METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  
La presente de investigación aplicado fue el determinado por el 
racionalismo crítico: carácter Hipotético – Deductivo, el cual orienta la 
investigación a iniciar dentro de la contrastación teórica para establecer 
la conjetura hipotética y posteriormente realizar una verificación empírica 
por medios de la aplicación de la encuesta que permite la recopilación de 
datos estadísticos. 
 
3.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN  
El presente trabajo de  investigación se desarrolló acorde al paradigma 
cuantitativo, según el diseño no experimental, identificando como tipo de 










3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA. 
3.3.1. Población 
Se estableció como población de estudios para la verificación empírica los 
abogados agremiados al ilustre colegio de abogados de la región de Puno 
conformada por N° 5779 abogados registrados en el año 2017  
 
3.3.2. Muestra 
La muestra utilizada se determinó según la siguiente fórmula estadística y 
considerando la población de 5779 abogados agremiados al Colegio de 
Abogados en la región de Puno. 
La fórmula que nos permitirá determinar el tamaño de muestra es la 
siguiente: 
Muestreo de aleatorio simple:  
MUESTREO ALEATORIO SIMPLE 
  
N = 95  = Tamaño de la población 
P = 0.50  = probabilidad favorable inicial 
Q = 0.50  = probabilidad desfavorable inicial 
α  = 0.05  = nivel de significancia 
Z = 1.96 
 = Z  = Z0.05/2 = 1.96 (Z de distr. 
Normal 2 colas) 
e= 0.18  = error planteado  
E= 0.09 














































Habiéndose deducido de la fórmula aplicada para el desarrollo de la presente 
investigación la cantidad de 360 sujetos para aplicar la encuesta correspondiente.  
    
3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS  
3.4.1. Técnica. 
Se utilizó el cuestionario pre codificado el cual contiene preguntas cerradas, 
las cuales permitieron obtener datos del análisis de los abogados. 
 
3.4.2. Instrumentos. 
El instrumento que se utilizó para el desarrollo de la investigación es la 
encuesta que consistio en obtener datos de una muestra de los reos 







3.5. ESTILO DE REDACCIÓN  
El estilo o norma de aplicación para la redacción y estructuración del 












4.1.  PRESENTACIÓN DE RESULTADOS 
 Planificación 
 Ejecución 
 Técnicas e instrumentos 
 Conclusión 
4.2.  INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
A través de tablas y gráficos estadísticos, se ilustran los resultados, los 















4.2.1. Limitaciones procesales en el desarrollo de la investigación  
Tabla N° 1 
La investigación efectuada por el fiscal en delitos contra la administración 
sustancialmente tiene una limitación. Una limitación que se ocasiona en el 
desarrollo de la persecución penal en delitos contra la administración 
pública tabulación cruzada 
 
La investigación efectuada por el 
fiscal en delitos contra la 
administración sustancialmente 
tiene una limitación 
Una limitación que se ocasiona en 
el desarrollo de la persecución 












de NE BIS UN 
IDEM 
No tiene dificultad 
sustancial 
Recuento 48 0 0 48 
% del total 13% 0% 0% 13% 
En materia 
dogmática 
Recuento 39 93 0 132 
% del total 11% 26% 0% 37% 
En materia 
probatoria 
Recuento 0 33 147 180 
% del total 0% 9% 41% 50% 
Total Recuento 87 126 147 360 
% del total 24% 35% 41% 100% 












CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable La investigación efectuada por el fiscal 
en delitos contra la administración sustancialmente tiene una limitación y la 
variable, una limitación que se ocasiona en el desarrollo de la persecución penal 
en delitos contra la administración pública 
H1: Existe relación entre la variable La investigación efectuada por el fiscal en 
delitos contra la administración sustancialmente tiene una limitación y la variable 
Una limitación que se ocasiona en el desarrollo de la persecución penal en 
delitos contra la administración pública 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 






384,794a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 443,250 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
267,074 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 
5. El recuento mínimo esperado es 11,60. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Gráfico N° 1 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 1, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación a las dificultades 
halladas por el fiscal, al desarrollar la investigación preliminar según la limitación 
ocasionada en la persecución penal, se encuentra que, al no tener dificultad 
sustancial en un 13% una limitación es la  vulneración del principio de 
proporcionalidad, al ser una dificultad la materia dogmática en un 26% se tiene 
como limitación la posible vulneración del principio de legalidad y al ser una 





NE BIS IN IDEM en el desarrollo de la actuación fiscal durante el desarrollo de 
la investigación preliminar. 
4.2.2. Acreditación del enriquecimiento ilícito del funcionario público  
Tabla N° 2 
¿Una limitación por el que los funcionarios públicos no puedan justificar 
su enriquecimiento es. El enriquecimiento ilícito de los funcionarios 
públicos se debe tabulación cruzada? 
 
Una limitación por el que los 
funcionarios públicos no puedan 
justificar su enriquecimiento es 
El enriquecimiento ilícito de los 

















Recuento 49 5 0 54 
% del total 14% 1% 0% 15% 
Desconocimiento 
contable 
Recuento 0 97 37 134 
% del total 0% 27% 10% 37% 
Su enriquecimiento 
no se puede 
justificar 
Recuento 0 0 172 172 
% del total 0% 0% 48% 48% 
Total Recuento 49 102 209 360 
% del total 14% 28% 58% 100% 







CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, una limitación por el que los funcionarios 
públicos no puedan justificar su enriquecimiento y la variable el enriquecimiento 
ilícito de los funcionarios públicos se debe 
H1: Existe relación entre la variable, una limitación por el que los funcionarios 
públicos no puedan justificar su enriquecimiento es y la variable el 
enriquecimiento ilícito de los funcionarios públicos se debe 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 






529,989a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 488,770 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
291,345 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que  
 
5. El recuento mínimo esperado es 7,35. 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Gráfico N° 2 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 2, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación a las limitaciones por 
el que los funcionarios públicos no pueden justificar su enriquecimiento según la 
forma de enriquecimiento de los funcionarios públicos, se encuentra, por 
experiencia de los abogados encuestados, que, al no tener enriquecimiento ilícito 
en un 14% su trabajo no es informado o evade impuestos, al ser una limitación 
el desconocimiento contable en un 27% el funcionario público hizo 
aprovechamiento de su cargo y cuando su enriquecimiento no se puede justificar 





4.2.3. Limitaciones en la persecución penal  
Tabla N° 3 
El resultado de una investigación cuando no es posible evidenciar la 
comisión de un delito contra la administración pública, una limitación que 
limita la persecución penal por delito de enriquecimiento ilícito tabulación 
cruzada 
 
El resultado de una investigación 
cuando no es posible evidenciar la 
comisión de un delito contra la 
administración pública 
Una limitación que limita la 

















Recuento 64 34 0 98 





Recuento 0 65 67 132 
% del total 0% 18% 19% 37% 
Sancionar por el 
delito residual de 
enriquecimiento 
ilícito 
Recuento 0 0 130 130 
% del total 0% 0% 36% 36% 
Total Recuento 64 99 197 360 
% del total 18% 28% 55% 100% 







CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, el resultado de una investigación cuando 
no es posible evidenciar la comisión de un delito contra la administración pública 
y la variable, una limitación que limita la persecución penal por delito de 
enriquecimiento ilícito. 
H1: Existe relación entre la variable, el resultado de una investigación cuando no 
es posible evidenciar la comisión de un delito contra la administración pública y 
la variable, una limitación que limita la persecución penal por delito de 
enriquecimiento ilícito. 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5%. 
Pruebas de chi-cuadrado 
 






334,097a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 404,757 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
249,773 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 
5. El recuento mínimo esperado es 17,42. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 





Gráfico N° 3 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 3, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación a la consecuencia 
de una investigación que no se puede probar o evidenciar la comisión del delito 
contra la administración pública según limitación del fiscal en la persecución 
penal sobre el enriquecimiento ilícito, se visualiza que, al ser la consecuencia el 
archivamiento de la investigación en un 18% no se logran acreditar los hechos, 
al ser una consecuencia el sobreseimiento de la investigación en un 18% la 





una consecuencia la sanción por el delito residual de enriquecimiento ilícito en 
un 36% no se establece responsabilidad penal. 
 
4.2.4. Dificultades probatorias en el desarrollo de la investigación 
preliminar 
Tabla N° 4 
El fundamento que establece para el proceso de enriquecimiento ilícito 
por parte del fiscal*La principal dificultad probatoria que tiene la 
investigación en delitos contra la administración probatoria tabulación 
cruzada 
 
El fundamento que establece para el 
proceso de enriquecimiento ilícito 
por parte del fiscal 
La principal dificultad probatoria 
que tiene la investigación en 
















La falta de 
pruebas para el 
delito contra la 
administración 
publica 
Recuento 76 11 0 87 
% del total 21% 3% 0% 24% 
Incremento del 
patrimonio 
Recuento 0 68 21 89 
% del total 0% 19% 6% 25% 






con la función 
publica 
% del total 0% 0% 51% 51% 
Total Recuento 76 79 205 360 
% del total 21% 22% 57% 100% 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
 
Plantear Hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, el fundamento que establece para el 
proceso de enriquecimiento ilícito por parte del fiscal y la variable, la principal 
dificultad probatoria que tiene la investigación en delitos contra la administración 
probatoria 
H1: Existe relación entre la variable, el fundamento que establece para el 
proceso de enriquecimiento ilícito por parte del fiscal y la variable, la principal 
dificultad probatoria que tiene la investigación en delitos contra la administración 
probatoria 
Nivel de significancia 














Pruebas de chi-cuadrado 






529,401a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 543,619 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
316,822 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 
5. El recuento mínimo esperado es 18,37. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 
significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
 
Gráfico N° 4 
 






Interpretación y análisis 
En la tabla N° 4, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación al fundamento 
referido por el fiscal durante el proceso de enriquecimiento ilícito según la 
dificultad probatoria que tiene en la investigación preliminar en delitos contra la 
administración probatoria, se percibe que, al ser un límite la falta de pruebas para 
el delitos contra la administración publica en un 21% los obstáculos en la 
investigación son los interpuestos por el investigado, al ser un fundamento el 
incremento del patrimonio en un 19% la dificultad hallada es la ausencia de 
pericas contables o de especialidad y cuando el fundamento es la vinculación 
con la función pública en un 51% la limitación que tiene el fiscal es la valoración 














4.2.5. Actuación del imputado en el desarrollo de la investigación 
Tabla N° 5 
La elaboración de conjeturas sobre la dispersión patrimonial del 
funcionario con su contexto interno resulta*Una dificultad para el desarrollo 
de la investigación efectuada por los imputados en delitos contra la 
administración Pública tabulación cruzada 
La elaboración de conjeturas sobre la 
dispersión patrimonial del funcionario 
con su contexto interno resulta 
Una dificultad para el desarrollo 
de la investigación efectuada por 














No se elabora teorías en 
función a la dispersión 
patrimonial 
Recuento 43 0 0 43 
% del total 12% 0% 0% 12% 
La manifestación de un 
conjunto de indicios que 
lleven a demostrar la 
responsabilidad del 
funcionario 
Recuento 77 0 0 77 
% del total 21% 0% 0% 21% 
La manifestaciones de un 
conjunto de indicios que 
lleven tomar por falsos los 
enunciados inverosímiles 
de las partes 
Recuento 25 78 137 240 
% del total 7% 22% 38% 67% 
Total Recuento 145 78 137 360 
% del total 40% 22% 38% 100% 








CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear Hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, la elaboración de conjeturas sobre la 
dispersión patrimonial del funcionario con su contexto interno resulta vulnero y la 
variable, una dificultad para el desarrollo de la investigación efectuada por los 
imputados en delitos contra la administración Pública 
H1: Existe relación entre la variable, la elaboración de conjeturas sobre la 
dispersión patrimonial del funcionario con su contexto interno resulta vulnerable 
y la variable, una dificultad para el desarrollo de la investigación efectuada por 
los imputados en delitos contra la administración pública 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 






266,897a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 324,979 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
184,692 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. 
El recuento mínimo esperado es 9,32. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 





Gráfico N° 5 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 5, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación a la elaboración de 
conjeturas sobre la dispersión patrimonial del funcionario por el contexto interno 
del imputado según la actuación del imputado durante la investigación, se 
aprecia que, cuando en un 40% se genera la obstaculización de la investigación 
en un 12% no se elaboran teorías en función a la dispersión patrimonial y en un 
21% la teoría elaborada responde la manifestación de un conjunto de indicios 
que llevan a demostrar la responsabilidad del funcionario, cuando en un 67% la 
teoría formulada responde a las manifestaciones de un conjunto de indicios en 





en un 38% la dificultad en la investigación responde a la ausencia de cooperación 
procesal.  
 
4.2.6. Valoración de la prueba en la escena de delitos contra la 
administración pública  
Tabla N° 6 
Una dificultad que se haya en relación a la incorporación de la prueba 
documentada en delitos contra la administración pública*Una dificultad 
que se haya en relación a la valoración de la prueba en la escena de delitos 
contra la administración pública tabulación cruzada 
 
Una dificultad que se haya en 
relación a la incorporación de la 
prueba documentada en delitos 
contra la administración pública 
Una dificultad que se haya en 
relación a la valoración de la 
prueba en la escena de delitos 

















Los informes de 
control 
Recuento 64 0 0 64 




Recuento 35 38 0 73 





Recuento 0 7 216 223 
% del total 0% 2% 60% 62% 
Total Recuento 99 45 216 360 
% del total 28% 13% 60% 100% 






CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, Una dificultad que se haya en relación a 
la incorporación de la prueba documentada en delitos contra la administración 
pública vulnero y la variable, una dificultad que se haya en relación a la 
valoración de la prueba en la escena de delitos contra la administración pública 
H1: Existe relación entre la variable, una dificultad que se haya en relación a la 
incorporación de la prueba documentada en delitos contra la administración 
pública vulnero y la variable, una dificultad que se haya en relación a la 
valoración de la prueba en la escena de delitos contra la administración pública 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 






442,452a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 500,130 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
311,711 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 
5. El recuento mínimo esperado es 8,00. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 





Gráfico N° 6 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 6, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación a la dificultad hallada 
en la incorporación de la prueba documentada en delitos contra la administración 
pública según la dificultad hallada en la valoración de la prueba en la escena de 
delitos contra la administración pública, se encuentra que, cuando la dificultad 
resulta en los informes de control en un 18% la dificultad hallada es por la prueba 
prohibida de la obtención ilícita, al ser una dificultad los documentos obtenidos 
en forma anónima en un 11% la dificultad sobre la valoración de la prueba son 





obtenidos de fuente desconocida en un 60% la valoración de la prueba es 
reprimida por las excepciones utilizadas por los imputados.  
 
4.2.7. Control del plazo en la investigación en delitos contra la 
administración pública  
Tabla N° 7 
El fiscal con qué forma de declaración recabada en la investigación 
preparatoria tiene dificultad*En la el desarrollo de la investigación según 
el control del plazo de investigación en delitos contra la administración 
pública se tiene dificultas tabulación cruzada 
 
El fiscal con qué forma de 
declaración recabada en la 
investigación preparatoria tiene 
dificultad 
En la el desarrollo de la 
investigación según el control del 
plazo de investigación en delitos 
contra la administración pública 






plazo de la 
investigación 
preliminar 
No se tiene 
dificultad con 




Recuento 87 0 0 87 
% del total 24% 0% 0% 24% 
Las declaraciones 
espontaneas 
Recuento 151 79 0 230 
% del total 42% 22% 0% 64% 
No tiene dificultad Recuento 0 6 37 43 
% del total 0% 2% 10% 12% 
Total Recuento 238 85 37 360 
% del total 66% 24% 10% 100% 







CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, el fiscal con qué forma de declaración 
recabada en la investigación preparatoria tiene dificultad y la variable, el 
desarrollo de la investigación según el control del plazo de investigación en 
delitos contra la administración pública se tiene dificultades. 
H1: Existe relación entre la variable, el fiscal con qué forma de declaración 
recabada en la investigación preparatoria tiene dificultad y la variable, en la el 
desarrollo de la investigación según el control del plazo de investigación en 
delitos contra la administración pública se tiene dificultades. 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 








349,785a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 280,056 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
174,975 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 
5. El recuento mínimo esperado es 4,42. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 





Gráfico N° 7 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 7, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación la dificultad por la 
forma de declaración recabada por el fiscal en la investigación preparatoria 
según el desarrollo de la investigación referente al plazo de la investigación en 
delitos contra la administración pública, se visualiza que, al ser la dificultad en 
las declaraciones previas en un 34 % la dificultad del plazo responde a las 
necesidad de integración del plazo, cuando en un 64% la dificultad responde a 





integración y en un 22% al control del plazo de la investigación preliminar, al no 
haber dificultad en un 10% no se halla dificultad en con el control del plazo. 
 
4.2.8. Fuente de la denuncia en delitos contra la administración pública  
Tabla N° 8 
La fuente de desarrollo del delito contra la administración publica en el 
agente activo de ilícito*La fuente de denuncia en delito contra la 
administración pública tabulación cruzada 
 
La fuente de desarrollo del delito 
contra la administración publica en 
el agente activo de ilícito 
La fuente de denuncia en delito 










Factor político Recuento 87 0 0 87 
% del total 24% 0% 0% 24% 
La burocracia 
administrativa 
Recuento 40 29 0 69 
% del total 11% 8% 0% 19% 
La acción sistémica 
o institucionalizada 
Recuento 0 58 146 204 
% del total 0% 16% 41% 57% 
Total Recuento 127 87 146 360 
% del total 35% 24% 41% 100% 












CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable, la fuente de desarrollo del delito contra 
la administración pública en el agente activo de ilícito y la variable, la fuente de 
denuncia en delito contra la administración pública. 
H1: Existe relación entre la variable, la fuente de desarrollo del delito contra la 
administración pública en el agente activo de ilícito y la variable, la fuente de 
denuncia en delito contra la administración pública. 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 






328,662a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 437,829 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
268,432 1 ,000 
N de casos válidos 360   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 
5. El recuento mínimo esperado es 16,68. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Gráfico N° 8 
 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Elaboración: Propia 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla N° 8, sobre la investigación sobre el derecho al plazo razonable en el 
desarrollo de la investigación preliminar según la actuación del investigado y el 
fiscal en delitos contra la administración pública en relación a la fuente de 
desarrollo del delito contra la administración pública en el agente activo del ilícito 
según la fuente de denuncia en delitos contra la administración pública, se 
percibe que, en un 35% al ser los medios de comunicación escrita, oral o 
televisiva en un 24% la fuente de desarrollo responde al factor político y en un 
11% responde a la burocracia administrativa, al ser en un 57% la fuente de 
desarrollo la acción sistemática o institucionalizada en un 16% la denuncia 
responde a denuncias anónimas y en un 41% responde a las investigaciones de 







Primera.-  Se establece que el derecho al plazo razonable, en un 40% es 
afectado por la obstaculización realizada por el investigado y en 
un 38% se limita por la falta de cooperación interinstitucional en el 
desarrollo de la investigación preliminar en delitos contra la 
administración pública.  
 
Segunda.-  Se identificó, según la praxis de los abogados, que, en un 27% la 
investigación finaliza en un archivamiento, en un 37% finaliza con 
un sobreseimiento y en un 36% se busca sancionar por el delito 
residual de enriquecimiento ilícito la investigación en delito contra 
la administración pública en la región de Puno.  
 
Tercera.-  Se determinó como dificultades que halla el fiscal, en un 21% los 
obstáculos que establece el investigado en la investigación, en un 
22% como limitación la actuación de las pericias contables o 
especialidades requeridas y en un 57% la valoración de la prueba 










Primera.-  Al representante del Ministerio Público, desarrollar pautas de 
intervención con criterios estratégicos de intervención, 
investigación e inteligencia que permita dirigir con éxito y respete 
el plazo razonable en la investigación en delitos contra la 
administración pública.  
 
Segunda.- Al representante del Ministerio Público, en el desarrollo de la 
investigación, evitar los problemas que desvían la atención 
principal en el desarrollo de su función fiscal como persecutor penal 
encaminando la investigación con la cooperación interinstitucional.  
 
Tercera.- Al Ministerio Público, implementar la logística humana con peritos 
especializados que permitan acreditar la responsabilidad penal en 
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ESCUELA DE POSGRADO – UANCV 
MAESTRIA EN DERECHO  
CUESTIONARIO 
La presente encuesta tiene como fin obtener información que acredite el 
resultado de la investigación titulada Derecho al plazo razonable de la  
investigación preliminar según actuación del investigado y fiscal de delitos contra 
la administración pública Puno 2017, para lo cual solicitamos su sincera 
colaboración en  el llenado del  presente cuestionario, cuya información será 
eminentemente confidencial. Anticipadamente  agradecemos  su colaboración. 
 
1. Según su praxis, ¿considera que la investigación efectuada por el fiscal en 
delitos contra la administración sustancialmente tiene una limitación? 
a) no tiene dificultad sustancial  
b) en materia dogmática 
c) en materia probatoria 
2. Indique una limitación que se ocasiona en el desarrollo de la persecución 
penal en delitos contra la administración pública 
a) la vulneración del principio de proporcionalidad  
b) la vulneración del principio de legalidad 
c) la vulneración del principio de NE BIS UN IDEM 
3. Indique el resultado de una investigación cuando no es posible evidenciar la 
comisión de un delito contra la administración pública 
a) el archivamiento de la investigación  
b) el sobreseimiento de la investigación  
c) sancionar por el delito residual de enriquecimiento ilícito  
4. ¿según su praxis una limitación por el que los funcionarios públicos no 
pueda justificar su enriquecimiento es…? 
a) no tiene enriquecimiento ilícito  
b) desconocimiento contable 
c) su enriquecimiento no se puede justificar  
5.según su praxis, el enriquecimiento ilícito de los funcionarios públicos se 
debe a… 
a) su trabajo no informado o evasión de impuestos  






c) apropiación de dinero del Estado 
6. Según su praxis, una limitación que limita la persecución penal por delito de 
enriquecimiento ilícito es… 
a) se acreditan los hechos  
b) la prohibición del principio ne bis in idem 
c) no se establece responsabilidad penal 
7. Según su praxis, el fundamento que establece para el proceso de 
enriquecimiento ilícito por parte del fiscal es… 
a) la falta de pruebas para el delito contra la administración publica  
b) incremento del patrimonio  
c) la vinculación con la función publica 
8. Según su praxis, la elaboración de conjeturas sobre la dispersión patrimonial 
del funcionario con su contexto interno resulta 
a) no se elabora teorías en función a la dispersión patrimonial 
b) la manifestación de un conjunto de indicios que lleven a demostrar la 
responsabilidad del funcionario  
c) la manifestaciones de un conjunto de indicios que lleven tomar por falsos los 
enunciados inverosímiles de las partes  
9. Indique la principal dificultad probatoria que tienen la investigación en delitos 
contra la administración probatoria 
a) los obstáculos que desarrolla el investigado  
b) las pericias contables  
c) la valoración probatoria  
10. Según su praxis, indique la institución que cuenta con mayor cantidad de 
investigaciones en delitos contra la administración pública 
a) Policía nacional  
b) Poder Judicial o Ministerio Público  
c) Municipios distritales o provinciales y gobierno regional  
11. Indique la fuente de desarrollo del delito contra la administración pública en 
el agente activo de ilícito 
a) factor político  
b) la burocracia administrativa  






12. Indique una dificultad que se hallan en relación a la incorporación de la 
prueba documentada en delitos contra la administración pública 
a) los informes de control  
b) documentos obtenidos en forma anónima  
c) documentos obtenidos de fuente desconocida  
13. Indique una dificultad que se hayan en relación a la incorporación de la 
prueba en la escena de delitos contra la administración pública 
a) delito sin escena 
b) la cadena de custodia  
c) la actuación conjunta entre el Ministerio Público y la Contraloría General de 
la República  
14. Indique una dificultad que se haya en relación a la valoración de la prueba 
en la escena de delitos contra la administración pública 
a) la prueba prohibida de la obtención ilícita  
b) los objetivos de la exclusión de la prueba  
c) las excepciones utilizadas por los imputados  
15. Una dificultad para el desarrollo de la investigación efectuada por los 
imputados en delitos contra la administración pública es… 
a) la obstaculización de la investigación  
b) aplicación de excepciones procesales  
c) ausencia de cooperación procesal  
16. Según su praxis indique la fuente de denuncia en delito contra la 
administración pública 
a) medios de comunicación escrita, oral o televisiva 
b) denuncias anónimas  
c) investigaciones de oficio  
17. Según su praxis, ¿el fiscal con qué forma de declaración recabada en la 
investigación preparatoria tiene dificultad? 
a) las declaraciones previas  
b) las declaraciones espontaneas  






18. Según su praxis, en la el desarrollo de la investigación según el control del 
plazo de investigación en delitos contra la administración pública se tiene 
dificultas por… 
a) la necesidad de integración del plazo  
b) control del plazo de la investigación preliminar  
c) no se tiene dificultad con el control del plazo  
 
 
